
Lumen Gentium  Vol. 2 - No. 1

48

Resumen

Este artículo presenta una revisión de distintos do-
cumentos, tanto internacionales como nacionales, en 
torno al tema de los Derechos Humanos de las perso-
nas con discapacidad. Entre ellos, la Convención so-
bre los Derechos Humanos de las personas con dis-
capacidad, como el tratado más importante celebrado 
en el siglo XXI, respecto a la defensa y protección 
de los DD.HH. de cerca de un 10 % de la población 
mundial; el Protocolo Facultativo como instrumento 
jurídico internacional adicional a la Convención, que 
permite que los individuos y grupos de los Estados 
que lo hayan ratificado, puedan presentar sus denun-
cias y peticiones; y el informe que emitió el Comité 
de la ONU frente a la implementación del tratado en 
Colombia en el 2016. El análisis de esta documenta-
ción plantea la urgencia de un cambio de paradigma, 
acerca de la discapacidad en el país y propone retos 
significativos desde la disciplina psicológica para el 
ejercicio profesional.

Palabras Clave: Derechos Humanos, discapacidad, 
exclusión social.

Abstract

This article presents a review of different 
international and national documents on the 
subject of the Human Rights of persons with 
disabilities. These include, the Convention on 
the Human Rights of persons with disabilities, 
as the most important treaty of the twenty-first 
century on the defense and protection of hu-
man rights of about 10 % of the world’s popula-
tion; The Optional Protocol as an additional in-
ternational legal instrument to the Convention, 
which allows individuals and groups of States 
that have ratified it to present their denuncia-
tions and petitions; and the report issued by 
the UN Committee on the implementation of 
the treaty in Colombia in 2016. The analysis of 
this documentation raises the urgency of a pa-
radigm shift about disability in the country and 
proposes significant challenges from the psy-
chological discipline for professional practice.
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La Convención sobre los derechos de las personas 
con discapacidad

La necesidad mundial de promoción y protec-
ción de los Derechos Humanos de las personas 
en situación de discapacidad, fue el motor para 
la formulación del primer tratado internacional 
celebrado en el siglo XX, conocido como La Con-
vención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad, cuyo propósito es garantizar los 
derechos civiles, políticos, sociales y económicos 
de más de 650 millones de personas en el mundo, 
equivalente a un 10 % de la población mundial 
(González, 2008). 

Este documento comprende el término discapa-
cidad, como aquella situación permanente o tran-
sitoria bajo la cual ciertas personas presentan algu-
na deficiencia física, mental, intelectual o sensorial 
que, a largo plazo, afecta la forma de interactuar 
y participar plenamente en la sociedad. Es nece-
sario aclarar que es un concepto que evoluciona y 
que, actualmente, es interpretado bajo un nuevo 
paradigma, el cual sugiere que es una condición 
resultante de la interacción entre las personas con 
determinada deficiencia y las barreras que encuen-
tra debido a la actitud y al entorno, y que evitan 
la participación plena y efectiva de ellas en la so-
ciedad, en igualdad de condiciones que los demás 
(González, 2008).

La Convención sobre los derechos de las per-
sonas con discapacidad, llamada en adelante La 
Convención, se fundamenta sobre la base de los 
principios de la Carta de las Naciones Unidas, 
la Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos y en los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos, cuyo propósito fundamental es el re-
conocimiento de la dignidad y los valores inhe-
rentes de los derechos iguales e inalienables de 
todo ser humano.  

Este tratado determina una serie de linea-
mientos y reglamentaciones en torno a la salud, 
la educación, la accesibilidad, la libertad de mo-
vimiento, el empleo, la habilitación y rehabilita-

ción, la participación en la vida política, la igual-
dad y la no discriminación.

En este sentido, la Convención constituyó un mo-
mento importante para 192 países que participaron 
en la reflexión, discusión y toma de decisiones, en 
beneficio de una población con necesidades de apo-
yo importantes en todo el mundo. Especialmente, 
para la mayoría que vive en países que no tienen 
fácil acceso a servicios médicos. Esto pone en re-
lieve la relación entre la pobreza y la discapacidad, 
en tanto que las personas tienen un mayor riesgo 
de deterioro de su situación de discapacidad cuan-
do encuentran en un estado de pobreza, ya que 
demandan más recursos para su efectiva atención 
(Hernández, 2007).

Durante la formulación del tratado se tomaron 
posiciones de vanguardia en temas claves como 
la salud sexual y reproductiva, el hogar y la fami-
lia, y la necesidad de monitoreo internacional para 
verificar la implementación de los derechos de la 
Convención en los países participantes (González, 
2008). Así mismo, se hizo un llamado al Estado y  a 
la sociedad sobre el papel que ocupa la familia como 
unidad colectiva natural que tiene derecho a recibir 
su protección y asistencia para garantizar una real 
igualdad de condiciones y el goce pleno de los dere-
chos de las personas en situación de discapacidad.

Por tanto, la Convención hace un llamado a los 
Estados parte a garantizar su implementación en 
distintos ámbitos de participación, tales como la cul-
tura, la educación, el ámbito jurídico, administrativo 
y presupuestal. En el documento se abordan temas 
de sumo interés para la protección de los derechos 
humanos de las personas en situación de discapaci-
dad, por lo que vale la pena mencionar brevemente 
aquellos artículos que serán útiles para su posterior 
análisis, en materia de protección e implementación 
en el Estado colombiano.

La Convención tiene como principal objetivo 
“promover, proteger y asegurar el goce pleno y en 
condiciones de igualdad de todos los derechos hu-
manos y libertades fundamentales por todas las per-
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sonas con discapacidad, y promover el respeto de su 
dignidad inherente” (Convención sobre los derechos 
de las personas con discapacidad, 2007, p. 4).

En su artículo 3º se propone, fundamentalmen-
te, el respeto por la autonomía individual, inclu-
yendo la libertad de tomar las propias decisiones, 
la independencia de las personas, el derecho a par-
ticipar de forma plena y efectiva en la sociedad, 
el respeto por la diferencia y la aceptación de esta 
población como parte de la diversidad y de la con-
dición humana, el respeto al desarrollo de las fa-
cultades de los niños en situación de discapacidad, 
y de su derecho a preservar su identidad. 

Por otra parte, menciona en su artículo 8o, la 
importancia de la toma de conciencia para que las 
sociedades tengan una actitud de inclusión y va-
loración hacia las personas en situación de disca-
pacidad. El artículo 9º retoma el tema de acceso a 
nuevas tecnologías, lo que implica que las perso-
nas encuentren formas efectivas de comunicación 
y acceso a la información digital. 

Es necesario dedicar especial atención al artícu-
lo 12º de la Convención, referido al reconocimiento 
de las personas como sujetos con capacidad jurídi-
ca, aunque las personas con discapacidad requie-
ran apoyo para ejercerla. Con relación a esto, Gon-
zález (2008) comenta que “El verdadero punto que 
se discutió, fue la prescripción de las salvaguar-
das que serían adoptadas para evitar el abuso en 
el ejercicio de la capacidad legal de las personas 
con discapacidad y su temporalidad” (p. 534).  Con 
relación a este artículo, el Informe Mundial sobre 
el derecho a decidir Independiente pero no Solo 
(Laurin-Bowie, 2014), expone el punto de vista de 
las personas en situación de discapacidad de carác-
ter intelectual, pertenecientes a distintos países del 
mundo, sus cuidadores y familias frente a su dere-
cho a decidir. Este informe, identifica un principio 
fundamental denominado autodeterminación, de-
finido como “el concepto de que todas las personas 
deben tener el control de las decisiones que afectan 
su vida” (Lázaro et al., 2014, p. 14), lo cual propone 

que para que una persona en situación de discapa-
cidad intelectual ejerza el derecho a decidir y tome 
decisiones de carácter legislativo, es necesario pro-
mover reformas legislativas, transformaciones en 
los mecanismos de apoyo, en las políticas públicas 
y el desarrollo, en los procesos en favor de la toma 
de decisiones con apoyo y, sobretodo, un cambio 
de actitud frente a la mirada de una persona en 
condición de discapacidad.

Retornando a la Convención, del artículo 25º al 
30º, se destacan temas puntuales como el derecho al 
empleo, a la recreación, la participación cultural y la 
salud. Y para terminar, se cita el artículo 32º, el cual 
produjo gran controversia, ya que hace referencia a 
la cooperación internacional y la destinación de re-
cursos de apoyo de los países económicamente más 
favorecidos. Lo que parece preocupar a estos Estados 
es que, en vista de que ya poseen leyes que salva-
guardan la población en cuestión, consideran que un 
tratado de esta índole vendría a ser un mecanismo 
de defensa más al ciudadano, para que demande al 
Estado con “nuevos” derechos (González, 2008).

Hasta aquí, una breve presentación de asuntos de 
relevancia de la Convención que reflejan la dificultad 
que tienen las personas con discapacidad para asu-
mir sus vidas, además de las que ya tienen las per-
sonas que cuentan con condiciones regulares, puesto 
que enfrentan desafíos que deben resolver con herra-
mientas que superan su propia voluntad y que exi-
gen la participación de todo un entramado social. Por 
lo tanto, es un tratado que exhorta a la acción institu-
cional de los Estados parte al ejercicio de la justicia y 
la democracia, como un requerimiento ético en tiem-
pos de proclamación de la igualdad (Sanjosé, 2006).

El Protocolo Facultativo de la Convención sobre los 
derechos de las personas con discapacidad 

El Protocolo Facultativo es un instrumento ju-
rídico internacional independiente, adicional a la 
Convención. Ambos se concretaron en el 2008, de-
bido al urgente llamado de las personas con dis-
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capacidad de todo el mundo, con el fin de que se 
protegieran y respetaran sus derechos humanos, 
en igualdad de condiciones (Organización de las 
Naciones Unidas [ONU], 2014).

El Protocolo Facultativo permite que los in-
dividuos y grupos de los países que lo hayan 
ratificado, puedan presentar sus denuncias y 
peticiones ante el Comité de los derechos de 
las personas con discapacidad, liderado por las 
Naciones Unidas, una vez que se hayan agota-
do todos los procesos y recursos posibles en su 
país (ONU, 2008). En otras palabras, los Esta-
dos parte del Protocolo Facultativo reconocen 
al Comité como el organismo competente para 
revisar dichas denuncias, reafirmar que sus de-
rechos han sido vulnerados y hacer recomenda-
ciones a los Estados. 

La Convención actualmente se encuentra ratifi-
cada por 173 Estados parte y con 92 que ratificaron 
el Protocolo Facultativo, donde Colombia es uno de 
los Estados que, a la fecha, no ha firmado ni ratifi-
cado el Protocolo Facultativo (ONU, 2017).

 Vale la pena reconocer la labor de la Organi-
zación de las Naciones Unidas en su propósito 
de proteger y hacer valer los derechos humanos 
que enmarcan las condiciones para una vida dig-
na de las personas en situación de discapacidad, 
en la sociedad de la cual hacen parte. Por tanto, 
es necesario que como una acción que denote ver-
dadera valoración a esta significativa población, el 
Estado colombiano socialice, de manera efectiva, 
a sus ciudadanos la participación en el tratado de 
la Convención, su contenido, estimule la reflexión 
de los derechos que allí se exponen, y los diversos 
mecanismos legislativos de apoyo con los que el 
ciudadano cuenta para su implementación.  

De igual modo, es recomendable generar espa-
cios colectivos para la discusión de la participación 
del Estado colombiano en los tratados, donde, por 
ejemplo, se expongan públicamente su no partici-
pación en el Protocolo Facultativo y de las implica-
ciones para la población en situación de discapa-

cidad en no contar con mecanismos de denuncias 
individuales de la Convención. 

Los niños con discapacidad en Colombia: una po-
blación doblemente vulnerable

La vulnerabilidad está relacionada con causas 
externas (evolución del mercado de trabajo, recor-
tes en los recursos de protección social, inseguri-
dad ciudadana, deterioro ambiental, clima social, 
etc.), pero también con la apreciación e interioriza-
ción subjetiva de la propia vulnerabilidad (incerti-
dumbre, miedo, sensación de inseguridad, pérdida 
de autoestima y confianza en las propias capaci-
dades, etc.) (Lázaro et al., 2014, p.18). Por tanto, se 
reconoce como una experiencia que abarca la di-
mensión psicológica y social de una persona.

Respecto a Colombia, el reporte de la niñez co-
lombiana en cifras, presentado por el Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia, UNICEF (2002), 
informa con todo detalle la situación de la pobla-
ción más vulnerable del país: los niños. Esta infor-
mación es ratificada por la Convención en su artí-
culo 6 y 7, la cual indica que las poblaciones que 
podrían ser más vulneradas y discriminadas en el 
mundo en cuanto a sus derechos, son los niños y 
las mujeres con discapacidad. 

Todo lo anterior, pese a la existencia de un mar-
co legal estipulado en el Código de Infancia y Ado-
lescencia en Colombia (2006), el cual reúne las ba-
ses del jurídicas para la defensa de los derechos de 
los niños y adolescentes en el territorio nacional. 

A continuación, se presentan apartados impor-
tantes dedicados a los derechos de los niños y ado-
lescentes en situación de discapacidad presentes 
en el Código que, una vez más, como en el caso de 
la Convención, dejan en entredicho la efectividad 
del mismo, más aún cuando no son claros los me-
canismos para su efectiva defensa.

En el artículo 2o del Código, expedido por la ley 
1098 del 2006, se expone que el objeto del Código 
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es “establecer normar sustantivas y procesarlas 
para la protección de los derechos de los niños y 
adolescentes, y garantizar el ejercicio de sus dere-
chos y libertades consagrados en los instrumen-
tos internacionales de Derechos Humanos, en la 
Constitución política y en las leyes, así como su 
restablecimiento” (Martin, Quijano, Gallardo, Mo-
jica, 2007, p. 10). 

El artículo 36, afirma que esta población tiene 
derecho a gozar de una calidad de vida plena, don-
de el Estado proporcione las condiciones necesa-
rias para que puedan valerse por sí mismos. Este 
artículo aboga por la autonomía y el respaldo del 
Estado para lograr su independencia, el desarrollo 
máximo de sus potencialidades y el derecho a reci-
bir atención, cuidados especiales en salud y apoyo 
a los miembros de la familia.

Martin et al., (2007), hacen mención a las liber-
tades fundamentales que expone el artículo 37° del 
Código, el cual cita que los niños y adolescentes en 
Colombia, gozan de las libertades consagradas en 
la Constitución Política y en los tratados interna-
cionales de los Derechos Humanos, entre los que se 
encuentran “el libre desarrollo de la personalidad 
y la autonomía personal; la libertad de conciencia 
y de creencias; la libertad de cultos; la libertad de 
pensamiento; la libertad de locomoción y la liber-
tad para escoger profesión u oficio” (p. 34).

La legislación colombiana dedica especial aten-
ción a los niños en una situación de discapacidad, 
población que por su propia condición de infancia, 
los hace doblemente vulnerables.

Sin embargo, ampliando a la población en situa-
ción de discapacidad, otras condiciones asociadas 
a la vulnerabilidad, como por ejemplo, el género, 
etnia, condición socioeconómica,  etc., permiten 
apreciar un panorama complejo de la discapaci-
dad en Colombia, que genera cuestionamientos 
importantes acerca de la real garantía de los be-
neficios que promulga, ya que la pesquisa docu-
mental pone de manifiesto que los derechos, desde 
un marco ideal de protección, no son garantía sufi-

ciente para su aplicación efectiva. Se hace urgente 
entonces, prestar especial atención a los mecanis-
mos reguladores de su implementación.

Informe sobre la implementación de los Dere-
chos  Humanos de las personas con discapacidad 
en Colombia

El 31 de agosto del 2016, la ONU entregó a Co-
lombia las observaciones finales del primer infor-
me de implementación de la convención de los 
derechos humanos sobre las personas con disca-
pacidad. El comité evaluador estudió el informe 
presentado por Colombia y tomó en cuenta otros 
informes alternativos presentados por diversas 
organizaciones civiles, los cuales identifican como 
temas de mayor importancia, la capacidad jurídica, 
reconocimiento de los derechos sexuales y repro-
ductivos, accesibilidad y necesidad de cambio de 
paradigmas frente a la discapacidad. (ONU, 2016).

Entre las observaciones más importantes del 
Comité de la ONU a Colombia se citan textual-
mente los aspectos positivos: 

•	 La ley estatutaria 1618 de 2013  sobre  perso-
nas con discapacidad.

•	 La Política Nacional de Discapacidad e In-
clusión social, CONPES Social 166.

•	 	La ley 1752 de 2015 que define el tipo penal de 
discriminación por motivos de discapacidad.

•	 La ley 1448 de 2011 para la atención, asis-
tencia y reparación integral a víctimas de la 
violencia.

•	 Las normas que reconocen oficialmente la 
lengua de señas colombiana como idioma 
propio de las personas con discapacidad au-
ditiva y auditiva-visual.” (ONU, 2016 p. 1).

El Comité dedica 13 de las 14 páginas del informe 
a las principales áreas de preocupación y sus respec-
tivas recomendaciones. A continuación se presenta 
una síntesis de la mayoría de puntos abordados.

REVISTA LUMEN GENTIUM 2019.indd   52 16/09/19   8:06 a.m.



Collazos Rodríguez; Los  derechos humanos de las personas en situación de discapacidad en Colombia: estado actual y retos para el ejercicio profesional

53

Respecto a los principios generales y obli-
gaciones, al Comité le preocupa: que Colombia 
aún no ha ratificado el Protocolo Facultativo de 
la Convención, que asuntos relacionados con la 
legislación en torno al tema de la discapacidad, 
las limitaciones en cuanto la capacidad jurídica 
de las personas con discapacidad y asuntos re-
lacionados con la esterilización, no estén en sin-
tonía con la Convención. Así mismo, el uso de 
términos peyorativos para referirse a las perso-
nas con discapacidad, especialmente intelectual 
y psicosocial, en la legislación, jurisprudencia y 
otros documentos oficiales. 

Preocupa la falta de acceso a procesos de 
consulta de políticas de las organizaciones que 
atienden a la población con discapacidad y que 
sus aportes a las mismas no se reflejen en las 
decisiones finales. De igual modo, que el Siste-
ma Nacional de la Discapacidad no promueva 
la participación de estas organizaciones, y que 
los procesos de acreditación sean dispendiosos 
y costosos para la población rural.

Es de cuidado que aún se empleen criterios 
basados en el modelo médico para la localización 
y caracterización de esta población en el país, y 
que solo un 2.59 % haya efectuado su registro.

En cuanto a los derechos específicos, con rela-
ción al tema de la igualdad, es de preocupación la 
discriminación contra niñas y mujeres con disca-
pacidad, la falta del reconocimiento de la denega-
ción de ajustes razonables en leyes antidiscrimi-
nación, y que el registro de las quejas presentadas 
carezca de detalles importantes como el género, 
la edad, tipo de discapacidad y etnia.

Respecto a los niños con discapacidad, se encuen-
tra escasa información, especialmente de aquellos que 
están en situación de pobreza, zonas rurales y remo-
tas. También preocupa que no haya prohibición del 
castigo físico a la población infantil con discapacidad.

En cuanto a las campañas públicas y priva-
das para la toma de conciencia, en beneficio de 

la población con discapacidad, como el Teletón 
y el Día Blanco, se consideran que son reflejo 
del modelo caritativo de la discapacidad.

Con relación al tema de la accesibilidad, preo-
cupa la falta de planes nacionales para la imple-
mentación de normas para la accesibilidad, espe-
cialmente en zonas rurales, transporte público, 
adecuaciones físicas para servicios públicos e 
información y comunicación para personas con 
discapacidad auditiva, visual, e intelectual.

En lo concerniente al derecho a la vida, el 
Comité manifiesta su preocupación por infor-
mes que indican que diez personas con disca-
pacidad fueron asesinadas y reportadas como 
falsos positivos. Así mismo, inquieta la escasa 
participación en programas para la reducción 
de riesgos de desastres y la poca facilidad de 
acceso a la información, tanto como la casi nula 
inclusión de esta población en los procesos de 
negociación de paz.

Preocupa la carencia de datos estadísticos 
del número de personas que están detenidas a 
razón de su discapacidad, haciendo énfasis en 
la privación de la libertad de personas con dis-
capacidad psicosocial. Por otra parte, es inquie-
tante que las personas privadas de la libertad 
no cuenten con servicios específicos de aten-
ción en salud, prestaciones en igual condición 
que los demás, ni hagan parte de programas 
para desarrollo vocacional.

Referente a la protección contra la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes, la ONU encuentra muy inquietan-
te que en Colombia no existan medios para la 
prevención y protección contra la tortura, ni un 
aparato legal que clasifique las formas específi-
cas de tortura que puede padecer una persona 
con discapacidad. Recomienda al Estado hacer 
parte del Protocolo Opcional de la Convención 
Contra la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhu-
manos o Degradantes (OPCAT).
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Uno de los temas que más inquietud debe 
generar, son los bajos niveles de participación 
de la población con discapacidad en todos los 
niveles educativos, la discriminación y el re-
chazo que viven en las escuelas regulares, la 
falta de formación pedagógica y didáctica para 
su atención, y el predominio de “aulas especia-
lizadas”, dentro de las escuelas regulares. Al 
parecer, el tema de la inclusión educativa sigue 
girando en torno a cuestiones de cobertura, no 
de procesos que aseguren la real integración 
y promoción de aprendizajes significativos de 
esta población.

Al tema de la educación, se suman las res-
tricciones para la participación política, espe-
cialmente para aquellas personas declaradas 
interdictas por su condición de discapacidad.

Como preocupación final de la ONU (2016) 
respecto a la implementación de la Convención, 
manifiesta que Colombia no ha cumplido con la 
ley 1618, la cual hace referencia a la designación 
de un mecanismo independiente de monitoreo 
de este tratado. “Asimismo, le preocupa que la 
Defensoría del Pueblo tenga la defensa de los 
derechos de las personas con discapacidad bajo 
la Defensoría delegada para la Salud, la Seguri-
dad Social y la Discapacidad, reforzando el mo-
delo médico de la discapacidad.” (p. 13)

Hasta aquí una síntesis de la mayoría de motivos 
de preocupación. Se recomienda  revisar en detalle 
los motivos de intranquilidad que expone el Comité 
en el documento original. De igual manera, se ex-
horta a examinar cada una de las recomendaciones 
que le hacen al Estado colombiano, las cuales no se 
presentan en este documento, adoptando una po-
sición crítica y reflexiva, la nuevas formas de inter-
vención, apoyo y acompañamiento a la población 
en cuestión, especialmente para aquellas personas 
donde convergen distintas condiciones de vida que 
multiplican su estado de vulnerabilidad, como es el 
caso de las mujeres, niñas, desplazados, margina-
dos, en situación de discapacidad.  

La formulación de un tratado que apunta a la 
protección e implementación de los derechos huma-
nos de las personas con discapacidad, es un punto 
de partida importante para visualizar tanto las ne-
cesidades y problemáticas que vive tal población y 
funciona como un interesante mecanismo de eva-
luación, donde los estados que se acogen a la Con-
vención muestran sus resultados, planes de acción 
y/o proyectos ejecutados o en desarrollo, partiendo 
de ese marco de referencia. 

Sin embargo, se evidencia que la participación 
como Estado parte de la Convención, es una condi-
ción necesaria, mas no suficiente para su real imple-
mentación. Es decir, que la existencia de un tratado 
universal que refleja de forma implícita una invita-
ción a transformar tanto la forma de ver la discapa-
cidad, así como la forma de definirla e intervenirla, 
no es garante para su aplicación en aquellos estados 
que la acogen. 

La  falta de un mecanismo de denuncias indi-
viduales de la Convención, como es el Protocolo 
Facultativo para las personas en situación de dis-
capacidad, refuerza el hecho de que esta población 
continúe en un terreno de marginalidad y despro-
tección, enfrentando dificultades de base, como la 
mentalidad cultural asociada a los paradigmas tra-
dicional y médico de la discapacidad.

Necesidad de un cambio de paradigma

Partiendo de la idea de que un paradigma es un 
sistema básico de creencias que determina una visión 
del mundo, con implicaciones ontológicas, epistemo-
lógicas y metodológicas que determinan una forma 
particular de estudio de la realidad (Guba y Lincoln, 
1994), a continuación se exponen tres paradigmas que 
definen la discapacidad.

Desde una perspectiva del paradigma tradicional, 
la discapacidad se define desde el modelo de prescin-
dencia (Palacios, 2008), dentro del cual se establece una 
relación con la persona con discapacidad con prácticas 
que segregan, marginan o exterminan y con quienes 
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se establece una relación desigual, donde prevalecen 
actitudes como la lástima y la caridad hacia quienes se 
denominan “anormales”, “discapacitados”, “lisiados” 
o “minusválidos”, etc. 

Desde el ámbito científico, el tema de la disca-
pacidad fue históricamente abordado por discipli-
nas clásicas tales como la Medicina, la Pedagogía y 
la Psicología, que situaron la «discapacidad» como 
un elemento constitutivo de la «condición de ser» 
de quienes tienen las discapacidades (Villa y Ar-
nau, 2009).  Este paradigma médico-biológico, inter-
preta las deficiencias como  patologías internas del 
organismo que requiere de la rehabilitación para 
procurar un estado de normalidad al sujeto (Villa 
y Arnau, 2009). Las deficiencias actúan como obstá-
culos de la persona con discapacidad para su inclu-
sión social y  la persona es quien tiene el papel de 
transformarse. Por tal razón, no se contempla como 
necesaria la modificación, adecuación o creación de 
nuevos entornos para su inclusión en la sociedad a 
la cual pertenezca (Padilla 2010).  

Si bien estos dos paradigmas siguen vigentes en di-
versos contextos (sociales, académicos, políticos, etc.), 
en las dos últimas décadas se han realizado esfuerzos 
para resignificar la discapacidad y orientar su con-
ceptualización hacia un paradigma de enfoque social 
(Alba Pastor y Zubillaga del Río, 2012; Palacios, 2008 y 
Padilla, 2010; citados por Alfaro, 2013).

El paradigma social plantea que el entorno y la so-
ciedad es quien debe propender, por una parte, por el 
desarrollo de las capacidades de una persona, inde-
pendiente de su situación de discapacidad y, por otra, 
por la generación entornos adecuados, modificados o 
generados para la participación de las personas con 
una condición de funcionalidad distinta en la socie-
dad, pues en el momento en que las personas con dis-
capacidad no encuentran barreras en su entorno para 
desarrollarse y desenvolverse como sujetos, la disca-
pacidad deja de existir.

Aunque se hace evidente la dificultad en nuestra 
sociedad para aceptar al Otro como es, invirtiendo 

todos los esfuerzos en intentar cambiar a quien tie-
ne condiciones distintas, al modelo dominante de 
supuesta homogeneidad, es decir “sin discapacidad” 
(Skliar, 2003), es necesario y urgente un cambio de pa-
radigma, donde la capacidad no sea excluyente de la 
situación de discapacidad, pues toda persona cuenta 
con talentos que nacen de la diferencia y no de la defi-
ciencia (Schorn, 2003).

Con relación a lo anterior, la adopción de un para-
digma distinto al tradicional y al médico – biológico, 
implica nuevas formas de definir, conceptualizar e 
intervenir las personas en situación de discapacidad. 

Romañach y Lobato (2005), plantean una pro-
puesta que promueve un cambio de mirada que tras-
ciende la terminología médica dominante, la cual 
presenta a la persona como un ser biológicamente 
imperfecto a quien se debe rehabilitar para que sea 
“normal”.  Los autores afirman que en tanto se utili-
cen términos limitantes o despectivos para denomi-
nar a ese colectivo, se ratificará su minusvaloración 
y, por lo tanto, se mantendrá dicha discriminación. 
Por tal razón, se plantea el término “diversidad fun-
cional”, el cual se ajusta a una realidad en que una 
persona funciona de forma distinta a la de la mayoría 
de la sociedad (Romañach y Lobato, 2005).

Es interesante encontrar que el paradigma so-
cial de la discapacidad se encuentra reflejado en los 
principios que fundamentan la Convención y su 
Protocolo facultativo, permanentemente aboga por 
la dignidad humana de las personas con discapa-
cidad, y “cuestionan percepciones anteriores sobre 
la discapacidad —como problema médico o como 
origen de planteamientos basados en la compasión 
o la beneficencia— y establece, respecto de la dis-
capacidad, un enfoque de empoderamiento que se 
basa en los derechos humanos” (ONU, 2014, párr. 3). 

Sin embargo,  el informe que emite el Comité de 
la ONU respecto a la implementación de los derechos 
de las personas con discapacidad, deja claro que el Es-
tado colombiano es foco de mayores preocupaciones 
que de los aspectos positivos, lo que refleja un notable 
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predominio de los paradigmas tradicional y médico 
de la discapacidad en nuestro país.

Retos para el quehacer psicológico: a modo de conclusión

La Convención permitió que el Derecho Interna-
cional se dotara de instrumentos orientados a pre-
venir el abuso y explotación de los derechos huma-
nos de las personas con discapacidad, que no son 
nuevos, pero que prohíben explícitamente la discri-
minación en todas las esferas de participación de los 
individuos (Sanjosé, 2006). Sin embargo, la evalua-
ción de su real implementación, tal como la que rea-
lizó el Comité de la ONU, no es garante suficiente 
de la aplicación de la norma en un contexto que pre-
senta múltiples y serias problemáticas de exclusión 
y desprotección, ya que, si bien otorga un lugar re-
levante de reconocimiento de los no incluidos, ofre-
ciendo un nuevo aire esperanzador y de respaldo, 
es prioridad iniciar un proceso de transformación 
de la mentalidad de la sociedad, la cual tenga sin-
cronía con prácticas cotidianas que la soporten.

El conocimiento y comprensión de un marco de 
referencia global que propende por un cambio de pa-
radigma frente a la discapacidad, así como de otros 
documentos nacionales que reflejan las necesidades y 
problemáticas más sentidas de esta población en nues-
tro país, es un asunto que el ejercicio profesional no se 
debe subestimar, ya que las orientaciones metodológi-
cas que el psicólogo adopte en las distintas interven-
ciones, por ejemplo, en los proyectos de enfoque so-
cial, educativo, jurídico, etc., reflejarán la forma en que 
conceptualiza la discapacidad y cómo concibe el ser 
de quien vive esa condición, aspectos fundamentales 
que quedarán reflejados en su quehacer cotidiano de 
profesión, en su producción intelectual y, en general, 
en todo aquello que publique para guía y orientación. 
Por tanto, el psicólogo y demás profesionales de disci-
plinas afines, funcionan como generadores de nuevas 
formas de pensamiento frente a la discapacidad o, por 
el contrario, pueden ser justamente quienes perpetúen 
aquellos modelos o paradigmas que van en contravía 
de estas nuevas perspectivas.

En otras palabras, la elección de una forma par-
ticular del trabajo con personas en situación de 
discapacidad no es un proceso que ocurra al azar 
o que se adopte de forma ingenua. Por lo contrario, 
plantea serias cuestiones ontológicas, epistemoló-
gicas y metodológicas para el psicólogo que mere-
cen especial atención, puesto que tenemos un serio 
compromiso ético con esa red de interrelaciones 
que componen la sociedad y que está en perma-
nente movimiento y transformación.

Las personas con discapacidad son sujetos que re-
quieren, valga la redundancia, de una sociedad que 
les subjetivice, conozca no solo sus necesidades y pro-
blemáticas, sino que les haga partícipes y principales 
protagonistas en la significación  y expresión de sus 
propias experiencias. 

Es importante que tanto los profesionales de la 
psicología, así como de todos aquellos cuyo campo 
disciplinar esté relacionado, protejan y promuevan la 
dignidad humana de esta población.  La Federación 
Europea de Asociaciones de Psicólogos (EFPA, 2016), 
sostiene que los psicólogos y las diversas asociaciones 
del gremio tienen un papel fundamental en la imple-
mentación y protección de los derechos humanos, in-
dependientemente de la condición de vulnerabilidad 
que tenga un grupo social en determinado contexto. 

La EFPA (2016),  plantea que los psicólogos y sus 
asociaciones como actores no estatales, deben defen-
der los derechos humanos y denunciar cuando hay 
amenaza o son violados, especialmente en aquellos 
grupos considerados vulnerables (niños, mujeres, con 
discapacidad, víctimas de contextos de violencia, gru-
pos minoritarios, personas LGTBI, etc.), fomentar la 
protección de la privacidad con la población que atien-
den, participar activamente en la formulación de polí-
ticas para integrar a las personas, en vez de marginar-
las o dividirlas y adoptar una mirada de su quehacer 
que vaya en contra de la discriminación, tanto en la 
palabra como en los hechos.

Lo anterior, es una invitación a que los profesiona-
les que atienden, intervienen, estudian o investigan 
la población con discapacidad, sean personas que 
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orienten de forma transversal a un paulatino cambio 
de postura de la sociedad frente a dicha población, es-
timulen la reflexión y el análisis de las distintas pos-
turas y paradigmas que promueven o no la defensa 
de los derechos humanos en los grupos sociales con 
quienes se relacione, les guíe y socialice los distintos 
documentos nacionales e internacionales de vanguar-
dia y promuevan, en ellos mismos y en los demás, una 
postura sentida capaz de reflejarse en los actos cotidia-
nos y que dé cuenta de un mayor respeto y valoración 
por la diversidad humana. 
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